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Asunto: Revoca decisión apelada y decreta prueba 

 

Medellín, siete (7) de septiembre de dos mil veintidós (2022). 

 

ANTECEDENTES 

Mediante auto del 25 de julio de 2022, el Juzgado Segundo Civil del Circuito 

Oralidad de Envigado decidió negar a la sociedad Axa Colpatria S.A., la 

solicitud probatoria consistente en: “3. RATIFICACIÓN DE DOCUMENTOS – 

CONTRADICCIÓN DEL DICTAMEN: • Dictamen número 076600-2018 de 

pérdida de capacidad laboral, emitido por LA JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE ANTIOQUIA.” 

 

Concretamente, el Despacho de origen expuso: “se niega la ratificación del 

documento aportado por la parte demandante de pérdida de capacidad 

laboral emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia, 

toda vez que al tratarse de un documento público no admite ratificación, 

conforme lo prescriben los artículos 257 y 262 del Código General del 

Proceso.” 

 

 



DE LA IMPUGNACIÓN 

Axa Colpatria S.A. interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, 

aduciendo que al contestar la demanda, por la cual fue vinculada a este 

proceso, había solicitado la ratificación y contradicción del dictamen 

proveniente de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Antioquia –

JRCIA-, de ahí que de conformidad con los artículos 228 y 262 del CGP, “le 

asisten razones tanto procesales como sustanciales para pretender la 

exhibición de documentos que se encuentran en poder de la parte 

demandante y consecuentemente la solicitud de contradicción de dictamen 

pericial, situación que afirm[ó] bajo la gravedad de juramento.”  

 

El Juzgado de primera instancia, en audiencia del 16 de agosto de 2022, 

resolvió desfavorablemente el recurso de reposición, explicando que los 

dictámenes de las juntas de calificación de invalidez son documentos públicos 

y por consiguiente no requieren ratificación. En cuanto a la contradicción 

explicó que la misma debe darse conforme a la ley 100 de 1993, para efectos 

de cuestionarlo e interponer recursos contra el mismo. Concluyó que nada 

impedía que la parte demandada allegara un nuevo dictamen u otras pruebas 

para contradecirlo, pero que ésta solo hizo su petición probatoria de forma 

genérica y sin ningún sustento, denominándola simplemente “ratificación-

contradicción”.  

 

Para resolver se exponen las siguientes 

 

CONSIDERACIONES  

Preliminarmente es preciso acotar que la suscrita magistrada reconsiderará el 

criterio que otrora había adoptado en relación con la contradicción de los 

dictámenes periciales emanados de las juntas de calificación de invalidez, al 

amparo del cual se sostuvo la imposibilidad de que aquellos fueran 

controvertidos al interior del proceso civil y al margen del escenario connatural 

de contradicción prefijado en la Ley 100 de 1993 y el Decreto 1352 de 2013, 

por las razones que pasan a exponerse: 

 



El Capítulo VI de la Sección Tercera del Código General del Proceso dispone 

las pautas que han de seguirse para la prueba pericial al interior del proceso 

civil, relativas a su procedencia cuando sea necesario verificar hechos que 

interesen al proceso y que, por su connotación científica, técnica o artística, 

requieran de especiales conocimientos. Así mismo se prevén aspectos 

vinculados a la oportunidad en la que puede ser aportado el dictamen; su 

contradicción, apreciación y las facultades del juez en relación con el  

decretado de oficio; al igual que el deber de colaboración de las partes; las 

peritaciones de entidades oficiales y la imparcialidad a que está llamado el 

experto que rinde la pericia. Aun así, ningún precepto de los contenidos en el 

apartado legal antes citado excluye la contradicción de los emitidos por las 

juntas de calificación de invalidez.  

 

Ahora bien, podría intuirse que a partir de las prescripciones del Decreto 1352 

de 2013, los jueces de la especialidad civil tendrían vedada la posibilidad de 

abordar -en la forma definida en el artículo 228 CGP- la contradicción del 

dictamen pericial de las juntas de calificación de invalidez, esto al verificar que 

según el canon 44 del mencionado Decreto “[l]as controversias que se susciten 

en relación con los dictámenes emitidos en firme por las Juntas de Calificación 

de Invalidez, serán dirimidas por la Justicia Laboral Ordinaria de conformidad con 

lo previsto en el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, mediante 

demanda promovida contra el dictamen de la junta correspondiente.”. Empero, 

a nuestro juicio, debe entenderse que las controversias de que trata el artículo 

trasunto no son asimilables a las que atañen al trámite de contradicción 

consagrado para la prueba pericial en el Estatuto Procesal Civil. Y ello es así 

porque en el marco del proceso civil, el dictamen pericial no se erige como el 

objeto de debate al interior del proceso, es decir, las pretensiones de los sujetos 

partes en el litigio civil no gravitan sobre el contenido y validez del dictamen de 

las juntas de calificación, pues en éste no se persigue que el mismo sea 

modificado total o parcialmente, menos aún que pierda su fuerza vinculante para 

los propósitos del derecho a la seguridad social de quien fue calificado. 

 

De ese modo, sin miramiento a que el dictamen pericial tenga origen en la labor 

de una persona natural, jurídica o de una autoridad pública o privada en el 



ejercicio de funciones públicas, el fin principal de dicha prueba no es otro que 

servir exclusivamente para “verificar hechos que interesen al proceso”. En otros 

términos, esta prueba “tiene por objeto llevar al juez información cuando el 

campo del conocimiento del que se extraiga no sea de su dominio, puesto que 

con él es posible obtener un concepto fundado en el método científico, el arte o 

la técnica; cuyas conclusiones incidirán en la adopción de la decisión que dirima 

el conflicto planteado” donde se examinará “con rigor el trabajo pericial en todas 

sus dimensiones a efectos de asignarle fuerza demostrativa… [porque] es aquí 

que se escudriña la imparcialidad e idoneidad del experto, así como la 

fundamentación de la investigación y sus conclusiones.1” 

 

En ese contexto, podrá el juez demeritar o valorar positivamente las conclusiones 

del informe pericial sin que ello implique, se itera, desproveer de validez 

sustancial el mismo, pues este ha de converger con el acervo probatorio que será 

apreciado en conjunto, tal como lo contempla el 232 del CGP, a cuyo tenor literal 

el “juez apreciará el dictamen de acuerdo con las reglas de la sana crítica, 

teniendo en cuenta la solidez, claridad, exhaustividad, precisión y calidad de sus 

fundamentos, la idoneidad del perito y su comportamiento en la audiencia, y las 

demás pruebas que obren en el proceso”   

 

En definitiva, como el dictamen de las juntas de calificación puede ser para el 

proceso civil un elemento de contenido especializado útil para verificar hechos 

que escapan al conocimiento del juez, no hay fundamentos atendibles para 

mantener la posición de negar su contradicción en los términos del artículo 228 

del CGP, máxime cuando dada la ausencia de restricción legal se enhiesta 

aplicable el principio general de interpretación según el cual “donde la norma no 

distingue, no le corresponde distinguir al interprete.” 

 

DE LA SITUACIÓN PARTICULAR 

En este caso es irrefutable que la petición probatoria denominada por el 

recurrente como “RATIFICACIÓN-CONTRADICCIÓN” es absolutamente 

imprecisa, tal como lo dedujo el juzgado de origen. No obstante, se considera 

que el juez estaba compelido a interpretar la solicitud en atención a los 

                                                           
1 Cfr. Sala de Casación Civil de la H. Corte Suprema de Justicia, sentencia STC 2066 de 2021. 



postulados legales de la contradicción al dictamen pericial y no, como en 

efecto ocurrió, a reputarla como una ratificación documental que 

necesariamente condujo a la denegación de su decreto y práctica al calificarla 

como un documento público. Es que sin duda los dictámenes periciales son 

principalmente vertidos en documentos escritos, pero dicha situación no puede 

traspalarse a que estos sean valorados procesalmente como una prueba 

documental propiamente dicha, pues si bien las juntas de calificación de invalidez 

“son verdaderos órganos públicos pertenecientes al sector de la seguridad social 

que ejercen una función pública2”, estas cumplen su función a través de la 

expedición de los dictámenes de pérdida de capacidad laboral, experticias que 

mal se haría en reducirlas a la categoría de documento público, ya que, en 

esencia, contienen el concepto de personas cualificadas –médicos, psicólogos o 

terapeutas- que determinan de forma técnica el porcentaje de pérdida de 

capacidad laboral de una persona.3  

 

Con ese norte, si lo solicitado fue la “ratificación-contradicción” del dictamen 

pericial allegado por el pretendiente, el juez, en aplicación del principio iura 

novit curia, debió entender que la ratificación debía ser descartada por 

hallarse reservada para la prueba documental que, según se explicó, no es 

dable confundir con la pericial. Y, en ese orden, una vez estimada como 

improcedente la ratificación de la pericia, no quedaba más que analizar si la 

contradicción al dictamen podía seguirse en los términos del artículo 228 del 

CGP, disposición que faculta a “solicitar la comparecencia del perito a la 

audiencia, aportar otro o realizar ambas actuaciones”. 

 

Ahora, en el asunto sub examen la parte demandada no aportó otro dictamen 

para controvertir el allegado por la actora ni solicitó la citación del experto 

que rindió el mismo, sin embargo, se deduce que lo pretendido fue esto 

último, en tanto que: (i) Pedir la contradicción de un dictamen, sin ninguna 

otra especificación, es lícito y acorde al  principio de libertad probatoria 

inmanente al debido proceso que les asiste a los extremos en litigio; (ii) De 

considerarse que la literalidad de la prueba pedida no contenía una petición 

                                                           
2 Cfr. Corte Constitucional sentencia T-093 de 2016. 
3 Cfr. Numeral 1°, artículo 8 del Decreto 1352 de 2013. 



perfectamente coincidente con el contenido del artículo 228 del CGP, el juez 

a quo debió aplicarlo en lo pertinente, tanto más cuando no es dable soslayar 

que de conformidad con el artículo 165 del CGP “el juez practicará las pruebas 

no previstas en este Código, de acuerdo con las disposiciones que regulen 

medios semejantes o según su prudente juicio, preservando los principios y 

garantías constitucionales”.  

 

A manera de conclusión, la prueba pericial representada en el dictamen de la 

junta de calificación de invalidez es pasible de controvertir según las reglas 

del artículo 228 del CGP, y para que ello se surta es suficiente que la parte 

contra la cual se aduzca solicite su contradicción, pues en caso de que ésta 

no aporte otro dictamen, debe colegirse que lo pedido es la citación de quien 

lo rinde, precisamente porque así lo permite la normativa referida y porque 

es el juez -no las partes- los llamados a interpretar las normas procesales y a 

aplicar ante la ausencia de disposiciones procesales especiales las que regulen 

casos análogos. 

 

Por las razones antedichas la providencia censurada será revocada para en su 

lugar ordenar, a petición de la codemanda Axa Colpatria, se cite al médico 

Jorge Alberto Martínez Chavarriaga, ponente del dictamen de determinación 

de pérdida de capacidad laboral y ocupacional No 076600-2018, proferido el 

27 de diciembre de 2018 por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de 

Antioquia. Y como el 26 de agosto de 2022 se dictó sentencia de primer grado 

que fue apelada, la práctica de la contradicción se surtirá de manera virtual 

en esta instancia siguiendo los lineamientos del artículo 330 del C.G.P, en 

concordancia con el artículo 7 de la Ley 2213 de 2022. 

 

RESUELVE 

 

Sin necesidad de más consideraciones, la suscrita Magistrada REVOCA el 

auto de procedencia y fecha indicadas y en su lugar dispone la citación del 

médico Jorge Alberto Martínez Chavarriaga, ponente del dictamen de 

determinación de pérdida de capacidad laboral y ocupacional No 076600-

2018, proferido el 27 de diciembre de 2018 por la Junta Regional de 



Calificación de Invalidez de Antioquia, a audiencia que se celebrará de 

manera virtual el 20 de octubre de 2022, a las 9:30 a.m., por medio 

de la plataforma Microsoft Teams. Las expensas que se causen 

corren a cargo de la entidad citante AXA Colpatria S.A.  

 

Comuníquese esta decisión al Juzgado de origen. 

 

NOTIFÍQUESE 

  

 

PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

MAGISTRADA 

 


